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Exp.- 681/2018.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 681/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: REGISTRADOR DEL XIII DISTRITO JUDICIAL, DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, CON SEDE EN SANTA MARIA DEL RIO, S.L.P.



	MAGISTRADO PONENTE: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticinco de octubre de dos mil dieciocho.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 681/2018, promovido por el C. **********, contra actos del Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 20 veinte de agosto de 2018 dos mil dieciocho, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, por el acto que hizo consistir en: 

“Se reclama la INJUSTA Y ROTUNDA NEGATIVA a inscribir en los libros del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito a su cargo, AL NEGARSE ROTUNDAMENTE a Inscribir un primer aviso preventivo y anotación marginal correspondiente, respecto de una venta otorgada a mi favor en Instrumento Público y a expedirme constancia de la anotación respectiva respecto de la solicitud de asentamiento de un Primer Aviso Preventivo de un predio en los libros del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito Judicial a su cargo para el efecto de realizarse una venta a mi favor, SIN FUNDAR NI MOTIVAR CON EXACTITUD LA CAUSA LEGAL DEL MISMO, que el funcionario demandado, manifestó que “ES IMPROCEDENTE EN VIRTUD DE QUE EL ANTECEDENTE TIENE EL CARÁCTER DE PREVENTIVO SIENDO DE QUE PROVIENE DE UN EMPADRONAMIENTO……..pero resulta infundado dado que el documento Respectivo si se encuentra inscrito en los libros del Registro Público de manera definitiva”.
En auto dictado el 21 veintiuno de agosto de 2018 dos mil dieciocho, se admitió la demanda y la Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada a juicio y por proveído de 21 veintiuno de septiembre del año en curso, se tuvo a la autoridad por contestada la demanda, por admitidas las pruebas de las partes ahí detalladas y por último se fijó fecha para la celebración de la audiencia final.
2.-  Sustanciado que fue en cada una de sus etapas el juicio, a las 12:00 horas doce horas del 17 diecisiete de octubre de 2018 dos mil dieciocho, se dio inicio a la audiencia final, sin la asistencia de las partes del juicio; se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y en periodo de alegatos se hizo constar que no fueron formulados por ninguna de las partes; y finalmente a las doce horas con quince minutos del día antes señalado, se dio por concluida la audiencia y se citó para resolver en definitiva el presente juicio. 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º,  7º fracción I, 9º fracción III, 19 fracción XVI , 24, 28, 33. 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí,
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico, se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en el oficio sin número de fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, emitido por el ********** **********, Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, relativo al rechazo a la boleta número **********, misma que es visible a foja 11 once del expediente en que se actúa, de la que se desprende claramente que se rechaza el primer aviso preventivo y anotación marginal, correspondiente al contrato de compraventa celebrado por el Actor C. **********, como comprador y el C. **********, como vendedor; por, lo que es evidente que al promovente del juicio le asiste interés jurídico para impugnar ese acto. 

Por su parte, el C. ********** **********justificó su carácter de Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con la documental relativa a la copia certificada del nombramiento que le fue expedido a su favor,  y que se encuentran visibles en las fojas 29 veintinueve del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código Procesal en comento, según lo que dispone el artículo 217.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:

“Se reclama la INJUSTA Y ROTUNDA NEGATIVA a inscribir en los libros del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito a su cargo, AL NEGARSE ROTUNDAMENTE a Inscribir un primer aviso preventivo y anotación marginal correspondiente, respecto de una venta otorgada a mi favor en Instrumento Público y a expedirme constancia de la anotación respectiva respecto de la solicitud de asentamiento de un Primer Aviso Preventivo de un predio en los libros del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito Judicial a su cargo para el efecto de realizarse una venta a mi favor, SIN FUNDAR NI MOTIVAR CON EXACTITUD LA CAUSA LEGAL DEL MISMO, que el funcionario demandado, manifestó que “ES IMPROCEDENTE EN VIRTUD DE QUE EL ANTECEDENTE TIENE EL CARÁCTER DE PREVENTIVO SIENDO DE QUE PROVIENE DE UN EMPADRONAMIENTO……..pero resulta infundado dado que el documento Respectivo si se encuentra inscrito en los libros del Registro Público de manera definitiva”.
Por su parte la Autoridad Demandada sostiene la legalidad del acto impugnado.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan en la foja 8 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”
SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, lo planteado por la Parte Actora en el capítulo de conceptos de impugnación, resulta sustancialmente fundado, y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado;  atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
Del estudio integral de la demanda, se advierte que la Parte Actora plantea que se violan en su perjuicio lo dispuesto en el artículo 19 fracción VII  de la Constitución Local del Estado, artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, así como los artículos 6º fracción I, artículos 13 fracción I, 15 fracción I, 19, 20 y 48 y demás aplicables, de la Ley de Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y demás ordenamientos que ahí señala; por lo que el Registrador demandado, no fundó ni motivó su rechazo, al no describir la fracción exacta o aplicable al artículo 47 y 48 de la Ley de Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; ya que la ley en cita “nos habla” del rechazo a anotaciones marginales, por lo que volver hacia atrás y aplicarle en su perjuicio los derechos adquiridos sería perjudicarlo; violando en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en donde se consagra que a ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna; por lo que el acto impugnado no está debidamente fundado ni motivado, al no señalar cuales son los requisitos incumplidos previstos por los citados numerales 47 y 48 de la Ley en comento.

Resulta aplicable por analogía las siguientes Tesis de Jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito:

Tesis de Jurisprudencia; publicada en la página 1342, 166683, Tomo XXX, Administrativa, Tesis I.7º.A. J/46, Novena Época, Agosto 2009, que a la letra dice lo siguiente:

	


“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Tesis de Jurisprudencia; publicada en la página 1265, 178475, Tomo XXI, Administrativa, Tesis XVII.2o.C.T. J/6, Novena Época, Mayo 2005, que a la letra dice lo siguiente:
“DEMANDA EN EL JUICIO NATURAL. EL ESTUDIO INTEGRAL DEBE COMPRENDER LOS DOCUMENTOS ANEXOS. En virtud de que la demanda constituye un todo, su interpretación debe ser integral, de manera que si de su contenido se advierte que se expusieron los motivos esenciales de la causa de pedir, y en relación con ellos se hace cita de los documentos fundatorios de la acción así como de los relacionados con el litigio, exhibiéndolos, debe considerarse que forman parte de la demanda y su contenido, integrado a ella; pues estimar lo contrario implicaría que en la demanda respectiva se tuvieran que reproducir íntegramente todas aquellas cuestiones contenidas en esos medios de convicción, lo cual resultaría tan complejo como innecesario, pues para el juzgador el estudio de la demanda no se limita al escrito inicial, sino que comprende además el análisis de los documentos que la acompañan, porque son parte integrante de ella. De no ser así, se podría incurrir en rigorismos tales como el tener que reproducir en el escrito inicial de demanda, tanto los documentos base de la acción como los que se relacionen con el litigio. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.”
Ahora bien, en un primer momento, es oportuno señalar los antecedentes del acto impugnado:

1. De acuerdo con la documental que obra a fojas 13 del presente expediente, se advierte que el Notario Público ********** con ejercicio en Xilitla, S.L.P., solicitó a la autoridad demandada, con fecha 13 trece de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, llevar a cabo asentamiento de PRIMER AVISO PREVENTIVO y anotación marginal correspondiente, respecto de la venta otorgada por parte del C. **********, a favor del aquí actor, **********; respecto del inmueble ubicado en **********
2.  Que la bien inmueble materia del contrato de compraventa está inscrito en el Registro Público de la Propiedad, bajo la inscripción, **********
3.  Que con fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, se rechazó la solicitud de la anotación del primer aviso preventivo, y dicha resolución constituye el acto impugnado en el presente Juicio Contencioso Administrativo.

Ahora bien, en la documental en donde consta el acto impugnado, se asentaron como causas del rechazo y fundamento de ello, las siguientes:
**********
	Causas de rechazo
	ES IMPROCEDENTE EN VIRTUD DE QUE EL ANTECEDENTE TIENE CARÁCTER DE PREVENTIVO, SIENDO QUE PROVIENE DE UNA MANIFESTACION CATASTRAL.



	Fundamento
	ARTÍCULOS. 47 Y 48 DE LA LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOS..


Como puede apreciarse en el documento en donde consta el acto impugnado, la fundamentación y motivación se limita a señalar, que el antecedente de la propiedad tiene carácter de preventivo, siendo que proviene de una manifestación catastral, y cita como fundamento los artículos 47 y 48 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En efecto, se puede apreciar, que la fundamentación y motivación del acto impugnado es deficiente, habida cuenta que, si bien se señala que el antecedente de la propiedad está inscrita de manera preventiva, porque proviene de una manifestación catastral, lo que puede ser válido, no menos cierto es que no se establece como es que esa es la hipótesis a que se refiere el artículo 47 y 48 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, ya que del texto de los numerales citados, se desprende que las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deben expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, con precisión el periodo con que ésta se solicita. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva, con precisión el periodo con que ésta se solicita; y que toda inscripción que se haga en el Registro Público expresará las circunstancias previstas en las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII. Para mayor claridad a continuación se transcriben los numerales 47 y 48 antes citados:
“ARTÍCULO 47. Las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales, y además, expresar con precisión el periodo con que ésta se solicita. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva. 

ARTÍCULO 48.
Toda inscripción que se haga en el Registro expresará las circunstancias 

siguientes: 

I. La naturaleza, situación y linderos de los inmuebles objeto de la inscripción, o a los cuales afecte el derecho que debe inscribirse; su medida superficial, nombre y número si constare en el título, la referencia al registro anterior en donde consten esos datos; asimismo, constará la 

mención de haberse agregado el plano o croquis al legajo respectivo; 

II. La naturaleza, extensión, condiciones y cargas del derecho que se constituya, transmita, modifique o extinga; 

III. El valor de los bienes o derechos a que se refieren las fracciones anteriores. Si el derecho no fuere de cantidad determinada, los interesados fijarán en el título la estimación que le den; 

IV. Tratándose de hipotecas, la época en que podrá exigirse el pago del capital garantizado, y si causare réditos, la tasa o el modo de éstos y la fecha desde que deban correr; 

V. Los nombres, edades, domicilios y profesiones de las personas que por sí mismas o por medio de representantes hubieren celebrado el contrato o ejecutado el acto sujeto a inscripción. 

Las personas morales se designarán por el nombre oficial que lleven, y las sociedades, por su razón o denominación; 

VI. La naturaleza del acto o contrato; 

VII. La fecha del título y el funcionario que lo haya autorizado, y 

VIII. El día y la hora de la presentación del título en el Registro. Ningún registro podrá efectuarse si no consta que quien lo pretende tiene derecho a pedir que se realice, o es representante legal o legítimo de quien lo tenga, y se hayan cubierto los derechos correspondientes.”   

Sobre el particular, es oportuno señalar, que la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 50, establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 50. Cuando la documentación presentada no contenga los datos o no cumpla con los requisitos previstos en esta Ley y su Reglamento, el Registrador deberá prevenir mediante notificación al interesado y por una sola vez, para que dentro del término de diez días hábiles subsane la omisión. Notificada la prevención se suspenderá el plazo para que el Registrador resuelva, y se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente a aquél en que el interesado subsane la omisión. En el supuesto de que no se desahogue la prevención en el término señalado, el Registrador desechará la solicitud de inscripción.”

Como puede apreciarse en la transcripción, cuando la documentación presentada ante el Registrador, no contenga los datos o no cumpla con los requisitos previstos en la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y su reglamento, debe prevenir mediante notificación al interesado y por una sola vez, para que dentro del término de diez días hábiles subsane la omisión; es decir, el Registrador debe señalarle, de manera precisa y concreta cuales son los datos o los requisitos contenidos en ley, con los que incumple el solicitante; lo que en presente asunto se advierte que no ocurre.

Lo anterior, según se advierte del análisis de la boleta impugnada; ya que la causa del rechazo, a juicio de la autoridad, consiste en que el antecedente del inmueble, tiene el carácter de preventivo, porque proviene de una manifestación catastral, sin fundar y motivar suficientemente el rechazo en cuestión; ya que al momento de declarar improcedente la solicitud presentada por el Notario Público ********** con sede en **********, S.L.P.; debió prevenir al solicitante, a fin de señalarle cuales son los requisitos que no se cumplen a fin de llevar a cabo el trámite solicitado, de acuerdo con lo previsto por el artículo 50 la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con los numerales 47 y 48 del citado ordenamiento.

Adicionalmente se debe estar atentos, a que por una parte, el acto impugnado emana de una instancia formulada por la Parte Actora, que es la solicitud de la anotación de un primer aviso preventivo del contrato de compraventa a que se refiere en la documental que obra a fojas13 trece del expediente en que se actúa, misma que se formuló por conducto del Notario Público número ********** con ejercicio en **********, S.L.P..

Así como, que el antecedente de inscripción del contrato de compraventa cuyo primer aviso preventivo se solicitó, se refiere a un bien inmuebles que está inscrito en el Registro Público de la Propiedad, bajo la inscripción **********; sin perjuicio de estar en aptitud de aplicar lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que establece textualmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 54. Tratándose de bienes inmuebles que consten en escrituras privadas fehacientes, para lograr su inscripción deberá llevarse a cabo procedimiento judicial, a efecto de que el juzgado de la jurisdicción del inmueble emita resolución en la que ordene su registro.”
En ese contexto, y considerando que la ilegalidad de la respuesta recae en la falta de congruencia entre la motivación dada y el precepto legal aducido como sustento; lo conducente es ordenar a la Autoridad Demandada, que emita una nueva resolución en la que con plenitud de jurisdicción resuelva sobre la solicitud de inscripción fundando y motivando su proceder, sin perjuicio de estar en aptitud de aplicar lo dispuesto en el artículo 54 de la la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así las cosas en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta sin estar debidamente fundada y motivada.

Al respecto, se debe destacar que en este caso la nulidad que se decrete, debe ser para efectos, toda vez que el acto impugnado es la respuesta dada a una instancia formulada por un particular al Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río.
En consecuencia, con fundamento en los artículos En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución contenida en el oficio ********** de fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, emitida por el **********, Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, relativo al rechazo a la boleta número **********, misma que es visible a foja 11 once del expediente en que se actúa; por lo que se decreta su NULIDAD, y se les deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor a efecto de restituir a la Parte Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la Autoridad Demandada Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, emita una nueva resolución en la que con plenitud de jurisdicción resuelva sobre la solicitud del primer aviso preventivo anotación marginal correspondiente, fundando y motivando su proceder, conforme a lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; sin perjuicio de estar en aptitud de aplicar lo dispuesto en el artículo 54 de la citada Ley.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo, 7° fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249,  250 fracción II, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución contenida en el oficio ********** de fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, emitida por el **********, Registrador del Décimo Tercero Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, relativo al rechazo de la boleta **********, en la que se negó el asentamiento del PRIMER AVISO PREVENTIVO Y ANOTACION MARGINAL CORRESPONDIENTE, solicitada mediante el escrito de fecha trece de diciembre de dos mil diecisiete, que obra a fojas 13 del expediente en que se actúa; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos, y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado quien actúa con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
